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Mexicali, Baja California, a veintiuno de junio de dos mil 

diecisiete. 

SENTENCIA que confirma el Convenio de colaboración celebrado 

entre el Instituto Estatal Electoral de Baja California y el Consejo 

Estatal de Ciencia e Innovación Tecnológica de Baja California, así 

como la entrega de recursos públicos a éste último, por conducto del 

Instituto Estatal Electoral de Baja California, el diecisiete de mayo 

del presente año, al estar acorde a la instrucción ordenada por el 

Instituto Nacional Electoral, así como al artículo 458, numeral 8, de 

la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.  

GLOSARIO  

COCITBC: Consejo Estatal de Ciencia e Innovación 
Tecnológica de Baja California   

CONACYT: Consejo Nacional de Ciencia y 
Tecnología  

Constitución federal: Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

Constitución local: Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Baja California 

Convenio de 
colaboración:   

Convenio de colaboración celebrado 
entre el Instituto Estatal Electoral de Baja 
California y el Consejo Estatal de Ciencia 
e Innovación Tecnológica de Baja 
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California 

IEE o autoridad 
responsable:  

Instituto Estatal Electoral de Baja 
California 

INE: Instituto Nacional Electoral 

Ley de Ciencia en el 
Estado:  

Ley de Ciencia, Tecnología e Innovación 
para el Estado de Baja California  

Ley Electoral local: Ley Electoral del Estado de Baja 
California 

Ley General de 
Instituciones: 

Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales 

Tribunal: Tribunal de Justicia Electoral del Estado 
de Baja California 

MC o partido: Movimiento Ciudadano 

Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación 

Secretaría: Secretaría de Desarrollo Económico 

 

1. ANTECEDENTES DEL CASO 

1.1. PROCESO Y JORNADA ELECTORAL LOCAL. El trece 

de septiembre de dos mil quince, inició el proceso 

electoral local 2015-2016, para la elección de los 

integrantes del Congreso del Estado y Ayuntamientos de 

Baja California, y el cinco de junio de dos mil dieciséis1, se 

celebraron las elecciones respectivas. 

1.2. RESOLUCIONES INE/CG391/2016 e INE/CG574/2016 

DEL CONSEJO GENERAL DEL INE. El dieciocho de 

mayo de dos mil dieciséis y catorce de julio del mismo 

año, el Consejo General del INE resolvió  respecto de las 

irregularidades encontradas en el dictamen consolidado 

de la revisión de los informes de precampaña y campaña 

de los ingresos y gastos de los candidatos a los cargos de 

diputados locales y ayuntamientos, correspondiente al 

proceso electoral local antes referido. 

                                                      
1
 Las fechas que se citan en esta sentencia corresponden al año dos mil 

diecisiete, salvo mención expresa en contrario. 
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1.3. CONVENIO DE COLABORACIÓN Y ENTREGA DE 

RECURSOS. El diecisiete de mayo, el IEE y el COCITBC 

llevaron a cabo la celebración de un Convenio de 

colaboración, así como la entrega a éste último de la 

cantidad de $20,664,795.65 M.N. (veinte millones 

seiscientos sesenta y cuatro mil setecientos noventa y 

cinco pesos 65/100 moneda nacional), por parte del IEE.  

1.4. RECURSO DE INCONFORMIDAD. El veinticuatro de 

mayo, el representante propietario de MC, ante el Consejo 

General del IEE, interpuso recurso de inconformidad en 

contra del Convenio de colaboración, y la entrega 

económica referida en el punto que antecede.  

1.5. RECEPCIÓN DEL RECURSO. El treinta de mayo, el IEE, 

remitió a este Tribunal el medio de impugnación en 

cuestión, así como el informe circunstanciado y demás 

documentación que estimó pertinente.  

1.6. RADICACIÓN Y TURNO A PONENCIA. Mediante 

acuerdo de treinta de mayo, fue radicado el recurso en 

comento en este Tribunal, asignándole la clave de 

identificación RI-19/2017 y turnado a la ponencia del 

magistrado citado al rubro. 

1.7. AUTO DE ADMISIÓN Y CIERRE DE INSTRUCCIÓN. Se 

dictó auto de admisión del presente recurso, así como de 

las pruebas que en su caso fueron ofrecidas conforme a 

derecho; procediéndose a dictar auto de cierre de 

instrucción el diecinueve de junio, quedando en estado de 

resolución el medio de impugnación que nos ocupa. 

2. COMPETENCIA DEL TRIBUNAL 

 

El Tribunal Electoral tiene jurisdicción y es competente para conocer 

y resolver el presente Recurso de Inconformidad, toda vez que se 

trata de una impugnación interpuesta por el representante legítimo 

de un partido político relacionada con un acto o resolución de un 

órgano electoral que no tiene el carácter irrevocable.  

 

Lo anterior, conforme a lo dispuesto por los artículos 2, fracción I, 

inciso b) de la Ley del Tribunal de Justicia Electoral del Estado de 

Baja California y 283, fracción I, de la Ley Electoral local.  
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En este sentido, el acto reclamado en el presente recurso 

corresponde a un acto emitido por una autoridad electoral local, sin 

que sea óbice que en él se aluda a resoluciones emitidas por el 

Consejo General del INE, en materia de fiscalización, puesto que 

tales resoluciones no constituyen materia de impugnación alguna. 

 

Siendo objeto de revisión en esta sentencia, el mecanismo utilizado 

por el IEE para llevar a cabo la entrega de los recursos obtenidos 

con motivo de sanciones económicas, conforme a la instrucción 

ordenada por el INE, lo cual será materia de pronunciamiento por 

este Tribunal.  

 

Así las cosas, en el presente asunto se surte la competencia de este 

Tribunal, pues no se invade la esfera jurídica del INE en materia de 

fiscalización.  

 

3. PROCEDENCIA 

 

Previo al estudio de fondo de la controversia planteada, es necesario 

analizar si se actualiza alguna causal de improcedencia o 

sobreseimiento, por ser su examen preferente y de orden público. 

  

3.1. No se actualiza la falta de interés jurídico 

 

La autoridad responsable, hace valer la causal de improcedencia 

prevista en la fracción II del artículo 299 de la Ley Electoral local, por 

considerar que MC carece de interés jurídico para controvertir el 

acto impugnado, porque dice no le genera un perjuicio directo al 

partido.  

 

A juicio de este Tribunal resulta infundada la causal de 

improcedencia, como se explica a continuación. 

 

El artículo 299, fracción II, de la Ley Electoral local, establece: 

 

“Serán improcedentes los recursos previstos en esta Ley, cuando: 

… 

II. Sean interpuestos por quién no tenga personería, legitimación o 

interés jurídico en los términos de esta Ley”  
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De conformidad con el citado numeral, el interés jurídico constituye 

un presupuesto para la promoción de los medios de impugnación 

electorales, entre ellos, el recurso de inconformidad. 

Tal interés jurídico consiste en la relación que debe existir entre la 

situación jurídica irregular que se plantea y la providencia 

jurisdiccional que se pide para remediarla, la cual debe ser 

necesaria y útil para subsanar la situación de hecho aducida 

considerada contraria a derecho. 

Dicho de otra manera, únicamente está en condiciones de instaurar 

un procedimiento, quien afirma la existencia de una lesión a su 

esfera de derechos y promueve el medio de impugnación idóneo 

para ser restituido. 

Por regla general el interés jurídico procesal se surte si en la 

demanda se aduce la infracción de algún derecho sustancial del 

actor y a la vez éste hace ver que la intervención del órgano 

jurisdiccional es necesaria y útil para lograr la reparación de esa 

violación. 

 

Lo anterior mediante la formulación de algún planteamiento 

tendiente a obtener el dictado de una sentencia, que tenga el efecto 

de revocar o modificar el acto o la resolución reclamado, que 

producirá la consiguiente restitución al demandante en el goce del 

pretendido derecho violado.  

 

Si se satisface lo anterior, es claro que el actor tiene interés jurídico 

procesal para promover el medio de impugnación, lo cual conducirá 

a que se examine el mérito de la pretensión. Este criterio lo ha 

sostenido la Sala Superior en la Jurisprudencia 07/2002,2 de rubro: 

“INTERÉS JURÍDICO DIRECTO PARA PROMOVER MEDIOS DE 

IMPUGNACIÓN. REQUISITOS PARA SU SURTIMIENTO” 

 

Ahora bien, la Sala Superior también ha sostenido el criterio que, 

tratándose de la procedibilidad de los medios de impugnación 

interpuestos por partidos políticos no se exige inexcusablemente la 

existencia de un interés jurídico directo, sustentado en un derecho 

subjetivo del demandante, sino un interés jurídico que puede ser 
                                                      
2
 Revista Justicia Electoral, del Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, Suplemento 6, Año 2003, página 39. 
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general o simple, siempre que el objetivo sea la vigencia invariable 

del principio de legalidad, en la materia electoral.3  

 

Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 41, 

párrafo segundo, base I, de la Constitución federal, 4 que dispone 

que los partidos políticos son entidades de interés público, que 

intervienen en el procedimiento electoral, de lo que se desprende la 

posibilidad jurídica de actuar en defensa del interés público, difuso o 

colectivo, con independencia de la defensa de sus intereses 

particulares, como partidos políticos.5  

 

De igual manera, los partidos políticos son coadyuvantes en vigilar el 

cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales, así 

como de preservar que en las actividades de los órganos electorales 

se observen los principios de certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad, máxima publicidad y objetividad, que rigen la función 

pública electoral, por disposición Constitucional -federal y local-, así 

como legal.6 

 

En ese tenor, y con base en que todos los actos y resoluciones 

electorales deben ceñirse, entre otros, al principio de legalidad y, 

dado el carácter del promovente, se considera existe interés de MC 

para controvertir el acto materia del presente medio de impugnación, 

inclusive a pesar de que no resintiera una afectación directa en su 

esfera jurídica, si con el acto impugnado existiera la posibilidad de 

afectar alguno de los principios de referencia, como en la especie 

estima el partido respecto a los principios de legalidad y certeza. 

 

Lo anterior tiene sustento -en la razón de ser- la tesis de 

jurisprudencia S3ELJ 15/2000,7 con el siguiente rubro: “PARTIDOS 

POLÍTICOS NACIONALES. PUEDEN DEDUCIR ACCIONES 

TUITIVAS DE INTERESES DIFUSOS CONTRA LOS ACTOS DE 

PREPARACIÓN DE LAS ELECCIONES”, la que precisa que los 

                                                      
3
 SUP-RAP-8/2007 

4
 Artículo 41, fracción I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la 

ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, las formas 
específicas de su intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones 
y prerrogativas que les corresponden 
5
 Ídem 

6
 Artículo 41 párrafo Segundo fracción I de la Constitución Federal, 5 apartado A 

de la Constitución local y 3 de la Ley de Partidos Políticos del Estado. 
7
 Consultable en las páginas 215 a 2017, de la Compilación Oficial de 

Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, volumen "Jurisprudencia". 



 
RI-19/2017 

7 

 

 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL 
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

 

partidos políticos son los entes jurídicos idóneos para deducir 

acciones colectivas, porque tal actividad encaja perfectamente 

dentro de los fines constitucionales de éstos. 

 

Ahora bien, en el escrito de demanda interpuesta por MC, se señala: 

 

“Que Movimiento Ciudadano es un Partido Político Nacional, con 

registro vigente y que por ende tiene presencia y derechos en el 

Estado de Baja California, siendo una entidad de interés público y 

que tiene legitimación para manifestarse e inconformarse con 

medidas de la Autoridad Electoral en cuanto a medios y recursos 

destinados de origen a la materia electoral. 

… 

el Director de dicho Consejo ALFREDO BABÚN VILLARREAL, 

especificó que los recursos serían destinados a financiar 

PROYECTOS DE INVESTIGACION A EMPRESARIOS, 

señalando montos en donde las empresas habrían de aportar para 

tener cabida a dichos “financiamientos”, no especificándose en 

ninguna parte el beneficio para la población en general sino a 

un reducido número de personas o empresarios…  

…  

Los fondos de las multas impuestas por el proceso sancionador no 

pueden dejarse a un destino arbitrario o incierto, pues al ser 

recursos públicos cuyo destino sin duda cambio, es también cierto 

que deben tener un objetivo material y verificable en cuanto a 

propiciar, en el caso, el verdadero fomento de la ciencia y la 

tecnología en beneficio de la población mexicana, titular 

original de Recurso, y no solo un pequeño sector privilegiado 

de esta. 

… 

El Instituto Electoral del Estado decidió contra derecho entregar el 

producto de las multas impuestas a los Partidos Políticos, recurso 

de origen electoral, a una Dependencia que no responde al 

espíritu del referido precepto, dejando de lado que en el Estado de 

Baja California si existe un Órgano Público dedicado a la 

Investigación Científica de trabajo y eficacia probados, que lo es la 

Universidad Autónoma de Baja California. 

… 

Se agravia el orden legal, en virtud de que el Instituto Electoral del 

Estado dejó de observar y en esa medida firmó un Convenio y 

entregó recursos públicos…”  

(Énfasis añadido por esta autoridad). 

 

 

En el caso particular,  MC impugnó el Convenio de colaboración y la 

entrega de recursos económicos, sobre la base de que se violentó el 
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espíritu del artículo 458, apartado 8 de la Ley General de 

Instituciones, al haberse destinado los recursos a un órgano que no 

responde a la naturaleza del precepto invocado -verdadero fomento 

a la ciencia y la tecnología- en beneficio de la población mexicana 

titular original del recurso, y no solo de un pequeño sector 

privilegiado de ésta.  

 

Advirtiéndose del escrito de demanda que, MC no promovió recurso 

de inconformidad en defensa de su interés inmediato y directo, sino 

que, presentó su demanda con la finalidad de defender el interés 

público o bien el interés colectivo de la ciudadanía.  

 

Máxime que en el caso concreto es materia a dilucidar, si la 

autoridad responsable decidió contra derecho entregar recursos 

públicos a un órgano diverso del contemplado por el artículo 458, 

apartado 8, de la Ley General de Instituciones.  

 

Resultando aplicable la tesis de jurisprudencia S3ELJ 10/20058, 

cuyo rubro y texto es:  

 

“ACCIONES TUITIVAS DE INTERESES DIFUSOS. 

ELEMENTOS NECESARIOS PARA QUE LOS PARTIDOS 

POLÍTICOS LAS PUEDAN DEDUCIR. Conforme a la 

interpretación sistemática de los artículos 41, párrafo segundo, 

fracción I, y 99, párrafo cuarto, fracción IV, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los 

artículos 10, apartado 1, inciso b); y 86, apartado 1, de la Ley 

General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral, los elementos necesarios para deducir las acciones 

tuitivas de intereses difusos por los partidos políticos son: 1. 

Existencia de disposiciones o principios jurídicos que impliquen 

protección de intereses comunes a todos los miembros de una 

comunidad amorfa, carente de organización, de representación 

común y de unidad en sus acciones, sin que esos intereses se 

puedan individualizar, para integrarlos al acervo jurídico particular 

de cada uno; 2. Surgimiento de actos u omisiones, generalmente 

de parte de las autoridades (aunque también pueden provenir de 

otras entidades con fuerza preponderante en un ámbito social 

determinado) susceptibles de contravenir las disposiciones o 

principios jurídicos tuitivos de los mencionados intereses, con 

perjuicio inescindible para todos los componentes de la 

                                                      
8
 Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005. Compilación Oficial, Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, páginas 6 a 8. 
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mencionada comunidad; 3. Que las leyes no confieran acciones 

personales y directas a los integrantes de la comunidad, para 

enfrentar los actos conculcatorios, a través de los cuales se pueda 

conseguir la restitución de las cosas al estado anterior o el 

reencausamiento de los hechos a las exigencias de la ley, ni 

conceda acción popular para tales efectos; 4. Que haya en la ley 

bases generales indispensables para el ejercicio de acciones 

tuitivas de esos intereses, a través de procesos jurisdiccionales o 

administrativos establecidos, que no se vean frenadas de modo 

insuperable, por normas, principios o instituciones opuestos, y 5. 

Que existan instituciones gubernamentales, entidades intermedias 

o privadas, o personas físicas, que incluyan, de algún modo, entre 

sus atribuciones, funciones u objeto jurídico o social, con respaldo 

claro en la legislación vigente, la realización de actividades 

orientadas al respeto de los intereses de la comunidad afectada, 

mediante la exigencia del cumplimiento de las leyes que acojan 

esos intereses. Como se ve, la etapa del proceso electoral de 

emisión de los actos reclamados, no es un elemento definitorio del 

concepto. Consecuentemente, basta la concurrencia de los 

elementos de la definición para la procedencia de esta acción, 

independientemente de la etapa del proceso electoral donde 

surjan los actos o resoluciones impugnados”. 

(Énfasis añadido por esta autoridad). 

 

Por lo que a juicio de este Tribunal, no se actualiza la causal de 

improcedencia invocada, siendo inconcuso que sí tiene interés 

jurídico para promover su demanda. 

  

Desvirtuada la causal de improcedencia, y toda vez que el recurso 

reúne los requisitos de procedencia previstos en los artículos 288 y 

295 de la Ley Electoral local, como se acordó en el respectivo auto 

de admisión, resulta procedente entrar al estudio de fondo del 

asunto planteado.  

 

4. ESTUDIO DE FONDO 

 

4.1. Planteamiento del caso 

 

En la demanda presentada por el recurrente, se desprende que en 

esencia se duele de lo siguiente:  

 

a) Se agreden los artículos 458, numeral 8, de la Ley General de 

Instituciones; 8 de la Ley de Ciencia en el Estado, así como el 

orden legal aplicable, toda vez que, el diecisiete de mayo el 
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IEE llevó a cabo la celebración de un Convenio de 

colaboración, y la entrega de recursos económicos a favor del 

COCITBC, dependencia que no cuenta con facultades de 

ejecución de proyectos de investigación, sino de mera 

recomendación, la cual no responde a la esencia del artículo 

458, numeral 8, de la Ley General de Instituciones, ni 

tampoco a la instrucción ordenada mediante resoluciones 

INE/CG39/2016 (sic)9 e INE/CG574/2016; dejando de lado 

que en el Estado de Baja California existe un órgano público 

dedicado a la investigación científica, como es la Universidad 

Autónoma de Baja California, institución destinada a la 

investigación científica, que cuenta con instalaciones propias, 

e investigadores de tiempo completo.  

b) Se causa agravio a la certeza y seguridad jurídica, toda vez 

que el titular del COCITBC, Jesús Alfredo Babún Villarreal 

durante su comparecencia en el IEE, refirió que los recursos 

serían destinados a financiar proyectos de investigación a 

empresarios. Por lo que se debe ordenar el retorno de los 

recursos públicos indebidamente entregados y destinarse por 

orden judicial al órgano señalado, esto es, a la Universidad 

Autónoma de Baja California. 

 

En ese orden de ideas, se procederá a dilucidar en lo que fue 

materia de impugnación: 

 

A) El sentido del artículo 458, numeral 8, de la Ley General de 

Instituciones, como fundamento legal por el cual se ordenó al 

IEE, destinar recursos económicos al organismo estatal 

encargado de la promoción, fomento y desarrollo de la 

ciencia, tecnología e innovación. 

B) La naturaleza del COCITBC. 

C) La actuación del IEE con relación al destino de los recursos y 

la celebración del Convenio de colaboración.  

 

La identificación de los agravios y la lectura integral del escrito de 

demanda, se hace a la luz de la Jurisprudencia 04/9910 emitida por 

la Sala Superior de rubro: “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN 

MATERIA ELECTORAL. EL RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR 

                                                      
9
 Lo correcto es INE/CG391/2016 

10
 Revista Justicia Electoral 2000, suplemento 3, página 17.   
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EL OCURSO QUE LOS CONTENGA PARA DETERMINAR LA 

VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR,” que impone a los 

órganos resolutores de los medios de impugnación en materia 

electoral, el deber de interpretar los escritos de demanda, con el 

objeto de determinar con precisión la verdadera intención de quienes 

promueven.  

 

4.2. Marco Normativo  

 

Previo al análisis de los agravios es pertinente desentrañar el 

artículo 458, numeral 8, de la Ley General de Instituciones y el 

marco normativo aplicable al destino de los recursos obtenidos con 

motivo de sanciones económicas, como se ordenó por el INE, en las 

resoluciones INE/CG391/2016 e INE/CG574/2016. 

El artículo 41, base V, apartado B, inciso a), numeral 6 de la 

Constitución federal, dispone:  

“Artículo 41. … 
 
V.  La organización de las elecciones es una función estatal 
que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los 
organismos públicos locales, en los términos que establece 
esta Constitución. 
 
Apartado B. Corresponde al Instituto Nacional Electoral en los 
términos que establecen esta Constitución y las leyes: 
 
a) Para los procesos electorales federales y locales: 
 
6. La fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos 
políticos y candidatos.” 
 

Los artículos 44, numeral I, inciso aa); 191, inciso g) y 458, numeral 

8, de la Ley General de Instituciones, disponen:  

“Artículo 44. 
1. El Consejo General tiene las siguientes atribuciones: 
 
aa) Conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en esta 
Ley.” 
 

 
“Artículo 191. 
1. Son facultades del Consejo General del Instituto las 
siguientes 
 
g) En caso de incumplimiento de obligaciones en materia 
de fiscalización y contabilidad, imponer las sanciones que 
procedan conforme a la normatividad aplicable, y…” 
 
 
 “Artículo 458. 
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8. Los recursos obtenidos por la aplicación de sanciones 
económicas derivadas de infracciones cometidas por los 
sujetos del régimen sancionador electoral considerados en este 
Libro Octavo, serán destinados al Consejo Nacional de Ciencia 
y Tecnología en los términos de las disposiciones aplicables, 
cuando sean impuestas por las autoridades federales, y a los 
organismos estatales encargados de la promoción, fomento y 
desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación cuando sean 
impuestas por las autoridades locales.” 
 

 

De igual forma, el artículo 342, del Reglamento de Fiscalización11, 

dispone: 

 

“Artículo 342.  

Pago de sanciones 

1. Las multas que fije el Consejo que no hubieran sido recurridas, 

o bien que fuesen confirmadas por el Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, deberán ser pagadas en términos del 

artículo 458, numerales 7 y 8 de la Ley de Instituciones, en el plazo 

que señale la resolución y, en caso de no precisarlo, dentro de los 

quince días siguientes contados a partir de la notificación de la 

resolución de mérito. Transcurrido el plazo sin que el pago se hubiera 

efectuado, el Instituto podrá deducir el monto de la multa de la 

siguiente ministración del financiamiento público que corresponda al 

partido sancionado. 

2. El pago de las sanciones ordenadas en resoluciones 

relacionadas con el ámbito local deberán apegarse a lo establecido en 

la legislación local correspondiente.” 

 

De los preceptos constitucionales, legales y reglamentarios antes 

citados, se advierte que para los procesos electorales federales y 

locales, corresponde al INE12, entre otras atribuciones, la 

fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos y 

candidatos, la cual estará a cargo del Consejo General de dicho 

Instituto, a través de la Comisión de Fiscalización. 

Al Consejo General le corresponde conocer de las infracciones y, en 

su caso, imponer las sanciones que correspondan en términos de 

ley, entre dichas infracciones se encuentran las relacionadas con el 

incumplimiento de las obligaciones en materia de fiscalización y 

contabilidad. 

En este contexto, los recursos obtenidos por la aplicación de 

sanciones económicas derivadas de infracciones cometidas por los 

sujetos del régimen sancionador electoral considerados en el Libro 

                                                      
11

 Aprobado por el Consejo General del INE, mediante acuerdo INE/CG263/2014, 
cuya publicación se ordenó por acuerdo INE/CG/350/2014, que aparece en el 
Diario Oficial de la Federación, del veintidós de enero de dos mil quince. 
12

 En materia de fiscalización las multas siempre serán impuestas por el INE, y 
excepcionalmente delegada a los organismos públicos locales, en términos de lo 
previsto en el artículo 41, base V, Apartado C, inciso b), de la Constitución federal, 
así como en los artículos 125 y 195 de la Ley General de Instituciones.  
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Octavo de la Ley General de Instituciones, deben ser destinados 

al CONACYT, cuando sean impuestas por las autoridades federales, 

en aplicación del citado ordenamiento.  

Por otra parte, a los organismos estatales encargados de la 

promoción, fomento y desarrollo de la ciencia, tecnología e 

innovación, cuando sean impuestas con motivo de un procedimiento 

local y en aplicación de la ley local. 

Por lo que, de una interpretación sistemática y funcional, del artículo 

458, párrafo 8, de la Ley General de Instituciones, se advierte que, 

en materia de fiscalización, los recursos que se obtengan de la 

aplicación de las multas deben destinarse a los 

organismos nacionales o estatales encargados de la promoción, 

fomento y desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación, 

dependiendo del tipo de procedimiento electoral de que se trate, 

esto es, si se trata de un procedimiento local o federal. 

Ahora bien, en materia de fiscalización la Sala Superior ha señalado 

en los expedientes SUP-RAP-172/2015, SUP-RAP-183/2015 y SUP-

RAP-188/2015,13 que cuando la sanción sea impuesta por 

irregularidades durante un proceso electoral local, los recursos 

obtenidos deben ser destinados al organismo estatal encargado de 

la promoción, fomento y desarrollo de la ciencia, tecnología e 

innovación, de la entidad federativa que corresponda, salvo que en 

la entidad federativa no existan las mencionadas instituciones, caso 

en el cual se debe estar a lo previsto en la normativa constitucional y 

legal local y a falta de un organismo estatal, los recursos se 

destinarán al CONACYT, lo que originó la tesis de jurisprudencia 

31/201514 “MULTAS. EL DESTINO DE LOS RECURSOS 

OBTENIDOS POR SU IMPOSICIÓN EN MATERIA DE 

FISCALIZACIÓN DEPENDE DEL PROCESO ELECTORAL DE 

QUE SE TRATE.” 

En la especie, las irregularidades encontradas en el dictamen 

consolidado de la revisión de los informes de precampaña y 

campaña de los ingresos y gastos de los precandidatos a los cargos 

                                                      
13

 consultable en www.te.gob.mx 
14

 Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, Año 8, Número 17, 2015, páginas 31, 32 y 33. 

http://www.te.gob.mx/
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de diputados locales y ayuntamientos, corresponde al proceso 

electoral ordinario 2015-2016 en el Estado de Baja California15. 

Por tanto, en tal caso, los recursos obtenidos por la aplicación de las 

multas impuestas a los partidos políticos sancionados deberán ser 

destinados al organismo estatal encargado de la promoción, fomento 

y desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación de esa entidad 

federativa a la que corresponde el proceso electoral respectivo. 

4.3 Naturaleza del COCITBC 

 

Conforme al marco normativo señalado en el apartado anterior, la 

materia de impugnación, y la naturaleza del COCITBC, se 

consideraran infundados los agravios hechos valer, por las 

siguientes consideraciones: 

  

Como se concluyó, conforme al artículo 458, numeral 8 de la Ley 

General de Instituciones, los recursos que se obtengan de la 

aplicación de las multas impuestas con motivo de un procedimiento 

local, deben destinarse al organismo estatal encargado de la 

promoción, fomento y desarrollo de la ciencia, tecnología e 

innovación de la entidad. 

 

Ahora bien, conforme al artículo 2,16 de la Ley Orgánica del Consejo 

Nacional de Ciencia y Tecnología,17 el CONACYT tiene por objeto 

ser la entidad asesora del Ejecutivo Federal, de igual forma articula 

las políticas públicas del Gobierno Federal, así como, promueve el 

desarrollo de la investigación científica y tecnológica, la 

innovación, el desarrollo y la modernización tecnológica en el 

país.  

 

En cumplimiento a su objeto, le corresponde al CONACYT, la 

coordinación  con  los gobiernos de  las entidades federativas para 

                                                      
15

 Como se advierte de las resoluciones INE/CG391/2016 e  INE/CG574/2016. 
16

 El CONACyT tendrá por objeto ser la entidad asesora del Ejecutivo Federal y 
especializada para articular las políticas públicas del Gobierno Federal y promover 
el desarrollo de la investigación científica y tecnológica, la innovación, el desarrollo 
y la modernización tecnológica del país. En cumplimiento de dicho objeto le 
corresponderá al CONACyT, a través de los órganos que establece esta Ley y de 
sus representantes, realizar lo siguiente… 
17

 Publicada en el Diario Oficial de la Federación de cinco de junio de dos mil 
doce. 
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el establecimiento, operación, integración, desarrollo y evaluación 

tanto de los consejos locales de ciencia y tecnología, como de los 

programas estatales en estas materias,18 así como todas aquellas 

actividades inherentes a su objeto.19 

Por su parte, la Ley de Ciencia y Tecnología,20 tiene por objeto, 

entre otros, regular los apoyos que el Gobierno Federal otorga para 

impulsar, la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la 

innovación en general en el país; establecer vinculación y 

participación de la comunidad científica y académica de las 

instituciones de educación superior, de los sectores público, social y 

privado; vincular los sectores educativos, productivo, y de servicios 

en materia de investigación científica, tecnología  e innovación.21 

Equivalente a lo anterior, el artículo 2, de la Ley de Ciencia en el 

Estado, dispone que la Secretaría cuenta con un órgano técnico 

denominado “Consejo Estatal de Ciencia e Innovación 

Tecnológica, (COCIT)” que será el cuerpo asesor en la 

elaboración y aprobación del Programa Estatal de Ciencia, 

Tecnología e Innovación, así como para el diseño de propuestas 

políticas en materia de actividades científica, tecnológicas y de 

innovación en el Estado,22 de igual forma, es un órgano 

desconcentrado de la Secretaría, conformado por miembros 

honorarios.23 

De acuerdo con el artículo 8, de la Ley de Ciencia en el Estado, las 

atribuciones del COCITBC son: 

”I.- Proponer políticas a la Secretaría para impulsar el 
desarrollo científico, tecnológico, la innovación y la vinculación 
en el Estado, en el marco de los objetivos Plan Estatal de 

                                                      
18

 Artículo 2. fracción XXVII. Coordinarse con los gobiernos de las entidades 
federativas para el establecimiento, operación, integración, desarrollo y evaluación 
tanto de los consejos locales de ciencia y tecnología como de los programas 
estatales en estas materias; 
19

 Artículo 2. fracción XXX. Realizar las demás actividades inherentes al 
cumplimiento de su objeto en los términos de esta Ley y de la Ley de Ciencia y 
Tecnología. 
20

 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de junio de dos mil doce. 
21

 Fracciones I, IV y V del artículo 1 de la Ley de Ciencia y Tecnología.  
22

 Artículo 2.- La Secretaría de Desarrollo Económico es la autoridad competente 
para la aplicación y ejecución de esta Ley, y contará con un órgano técnico 
denominado Consejo Estatal de Ciencia e Innovación Tecnológica, COCIT, que 
será el cuerpo asesor en la elaboración y aprobación del Programa Estatal de 
Ciencia, Tecnología e Innovación, así como para el diseño de propuestas de 
políticas en materia de actividades científicas, tecnológicas y de innovación. 
23

 Artículo 5.- El COCIT es un órgano desconcentrado de la Secretaría, que 
funciona como cuerpo asesor en la materia, conformado por miembros honorarios 
con las funciones y atribuciones que le señala esta Ley. 
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Desarrollo, del Programa y de la política científica, 
tecnológica y de innovación de la entidad; 

II.- Asesorar a la Secretaría en la elaboración del proyecto de 
Programa; 

III. Asesorar en materia de política de inversiones, destinada a 
proyectos de investigación científica y tecnológica, educación 
técnica y superior, y en general, para el desarrollo de la 
ciencia y la tecnología; 

IV.- Auxiliar y asesorar a las instituciones de educación y 
centros de investigación, en la elaboración de programas, 
intercambio de profesores e investigadores, sistemas de 
información y documentación; 

V.- Impulsar la colaboración entre instituciones de educación 
superior y centros de investigación, y entre éstas y empresas 
en el Estado, en materia de desarrollo científico, tecnológico e 
innovación, en especial en proyectos con enfoque multi, inter y 
transdisciplinario; 

VI.- Promover el desarrollo sostenido del SIIDEBAJA en el 
cumplimiento de sus fines; 

VII.- Promover el desarrollo de tecnología endógena que 
contribuya a mejorar la eficiencia productiva y la 
competitividad de las empresas, así como el progreso social; 

VIII.- Promover los trabajos de ingeniería y diseño para 
complementar las funciones de investigación, desarrollo 
tecnológico e innovación; 

IX.- Impulsar el desarrollo de proyectos que contribuyan a 
la creación de empresas en el Estado, para la producción 
de bienes y servicios de alto valor agregado generados 
con tecnología de punta y para el fortalecimiento de las 
capacidades tecnológicas de las existentes;   

X.- Realizar estudios estratégicos en materia de ciencia, 
tecnología, innovación y vinculación, que permitan 
identificar retos y necesidades a atender para contribuir al 
desarrollo del Estado; 

XI.- Establecer mecanismos y criterios de seguimiento y 
evaluación a proyectos de investigación, desarrollo 
tecnológico e innovación; 

XII.- Promover acciones conjuntas entre municipios, o entre 
estos y el gobierno estatal para el desarrollo de proyectos de 
investigación, desarrollo tecnológico e innovación; 

XIII.- Fomentar el registro, licenciamiento y aprovechamiento 
de patentes; 

XIV.- Establecer mecanismos de comunicación con los 
becarios bajacalifornianos que realicen estudios de posgrado 
en México y en el extranjero para propiciar su incorporación 
en alguna institución de educación superior, centro de 
investigación, empresa o dependencia o entidad de la 
Administración Pública del Estado; 

XV.- Fomentar el uso compartido de la infraestructura con la 
que cuentan las instituciones de educación superior y centros 
de investigación en el Estado para ampliar, articular y 
potenciar las capacidades de las mismas en la realización de 
proyectos y actividades de desarrollo científico, tecnológico, 
de innovación y vinculación; 

XVI.- Identificar y sistematizar buenas prácticas en materia de 
vinculación entre instituciones de educación superior y centros 
de investigación, y entre éstas y empresas, y promover su 
socialización; 

XVII.- Promover la organización de eventos relacionados con 
la ciencia, la tecnología, la innovación y la vinculación a nivel 
nacional e internacional en los que se analicen temas de 



 
RI-19/2017 

17 

 

 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL 
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

 

interés para el desarrollo social y económico sustentable del 
Estado; 

XVIII.- Mantener colaboración con los Consejos de Ciencia y 
Tecnología de las entidades federativas del país, u 
organismos equivalentes a nivel nacional e internacional; 

XIX.- Establecer una adecuada comunicación con organismos 
nacionales e internacionales en materia de ciencia, tecnología 
e innovación; 

XX.- Formular y mantener actualizado un portafolio de 
organismos nacionales y extranjeros que otorguen recursos 
económicos para la realización de actividades de desarrollo 
científico, tecnológico y de innovación; 

XXI.- Fomentar, en coordinación con la Secretaría, programas 
de movilidad de profesores, investigadores y técnicos 
nacionales y extranjeros, dentro de aquellos considerados 
prioritarios en el Programa Estatal de Ciencia, Tecnología e 
Innovación; 

XXII.- Mantener actualizado el sistema estatal de información 
y documentación científica y tecnológica de recursos 
humanos, materiales, de organización y financieros, 
destinados a la investigación científica, el desarrollo 
tecnológico y la innovación del Estado, y 

XXIII.- Las demás que la Secretaría le indique, atendiendo al 
objeto de la presente Ley.” 

(Énfasis añadido por este Tribunal) 

 

De lo anterior, se advierte que el COCITBC, es un órgano asesor y 

diseñador de propuestas de política en materia de actividades 

científica, tecnológicas y de innovación en el Estado, que tiene por 

objeto entre otras, proponer políticas a la Secretaría para impulsar la 

ciencia, la tecnología, y la innovación, en vinculación con el Estado, 

en cumplimiento a los objetivos del Plan Estatal de Desarrollo, del 

Programa Estatal de Ciencia, Tecnología e Innovación y así como 

de la política científica, tecnológica y de innovación de la entidad.  

 

Por tanto el CONACYT, como el COCITBC, son órganos asesores, 

que proponen políticas de investigación  científica, desarrollo 

tecnológico, y de innovación en el ámbito de sus respectivos 

poderes, aquel como asesor del Ejecutivo Federal, y éste en el 

Estado 

 

Que de igual manera, cada uno de estos Consejos en el ámbito de 

su competencia, apoyan, promueven, impulsan, fomentan la 

investigación científica, el desarrollo tecnológico y, la innovación, en 

el ámbito empresarial, social, educativo, privado y público, de 

acuerdo con las políticas de inversión y en el marco de sus 

objetivos. 
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En conclusión, el organismo estatal encargado de la promoción, 

fomento y desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación, en el 

Estado de Baja California, debe ser aquel que de manera 

equivalente represente los mismos objetivos y atribuciones del 

órgano nacional, pero conformado a las necesidades, agenda o 

prioridades que en la materia de investigación científica, desarrollo 

tecnológico, e innovación resulten pertinentes para la entidad, por lo 

que el COCITBC es el órgano estatal, acorde al artículo 458 numeral 

8 de la Ley General de Instituciones. 

Adicionalmente se precisa que, la Ley de Ciencia en el Estado, 

instituye la creación y funcionamiento del “SIIDEBAJA”,24 el cual 

conforme al artículo 1225 del citado ordenamiento, es el Sistema de 

Estructura Organizativa, que agrupa instituciones de educación 

superior, centros de investigación, clusters y empresas, las 

cuales contribuyen ordenadamente y articulada entre sí, para entre 

otros fines, potencializar las capacidades del Estado en materia de 

investigación científica, tecnológica y de innovación, en los términos 

y objetivos del Plan Estatal de Desarrollo, del Programa de Ciencia, 

Tecnología e Investigación y de la política científica, tecnológica y de 

innovación del Estado. 

El “SIIDEBAJA” está conformado por Instituciones de Educación 

Superior, y Centros de Investigación como son: la Universidad 

Autónoma de Baja California; el Centro de Enseñanza Técnica y 

Superior; la Universidad Politécnica de Baja California; la 

Universidad Tecnológica de Tijuana; el Centro de Investigación 

Científica y Educación Superior de Ensenada; el Colegio de la 

Frontera Norte y el Centro de nanociencias y nanotecnología de la 

Universidad Nacional Autónoma de México, lo anterior, de acuerdo 

                                                      
24

 Artículo 1, La presente Ley es de orden público e interés general y tiene por 
objeto lo siguiente:… fracción VI.- Crear y regular la integración y el 
funcionamiento del Sistema de Investigación, Innovación y Desarrollo 
Tecnológico del Estado de Baja California, SIIDEBAJA. 
25

 Artículo 12. El Sistema es la estructura organizativa que agrupa instituciones de 
educación superior, centros de investigación, clusters y empresas, que sin perder 
su identidad, patrimonio y régimen jurídico, contribuyen ordenadamente y de 
manera articulada entre sí a los siguientes fines: I.- Ampliar y potenciar las 
capacidades del Estado para la investigación científica, tecnológica y la 
innovación, en las Áreas Estratégicas de Desarrollo, Claves y de Apoyo, así como 
en sectores estratégicos, en los términos del Plan Estatal de Desarrollo y de los 
respectivos planes municipales; II.- Coadyuvar con el logro de los objetivos del 
Plan Estatal de Desarrollo, del Programa y de la política científica, tecnológica y 
de innovación del Estado;… 
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al artículo 1926 de la referida Ley, y del portal oficial 

http://cocytbc.com/ligas-de-interes. 

Instituciones, universidades, centros, laboratorios, empresas, y 

demás personas que de acuerdo a la normatividad aplicable, pueden 

ser beneficiarias de los fondos administrados, cuando participan en 

los proyectos que coadyuvan a los logros del programa de ciencia, 

tecnología e investigación, lo anterior de acuerdo a los artículos 2627,  

4228 y 4329 del citado ordenamiento. 

 

En definitiva el COCITBC es el órgano estatal acorde al artículo 458 

numeral 8 de la Ley General de Instituciones, cuyas funciones y 

atribuciones, van más allá de beneficiar un sector de la sociedad, o 

ejecutar propiamente investigaciones científicas en determinada 

materia, o ámbito, puesto que realiza estudios estratégicos y 

políticas que permite visualizar retos y necesidades, a efecto de 

promover, fomentar y desarrollar la ciencia, la tecnología, la 

innovación, y la vinculación integral con el Estado.      

 

En consecuencia el COCITBC, es el órgano a que se refiere el 

resolutivo de las resoluciones INE/CG391/2016 e INE/CG574/2016 

en base a la naturaleza jurídica antes precisada, sin que sea factible 

determinar algún otro ente distinto, pues ello sería desatender las 

determinaciones apuntadas.   

 

4.4  Correcta actuación del IEE, con relación a la celebración del 

Convenio de colaboración y el destino de los recursos  

                                                      
26

 Artículo 19.- Forman parte inicialmente del Sistema, sin perjuicio de aquellas 
instituciones y empresas que en el futuro se puedan incorporar, las siguientes 
instituciones de educación superior, centros de investigación y empresas: 1. La 
Universidad Autónoma de Baja California… 
27

 Artículo 26.- El Programa es el instrumento rector de la política de ciencia,  
tecnología e innovación del Estado, que será evaluado y/o actualizado cada tres 
años por el COCIT y la Secretaría, considerando la preservación de objetivos de 
mediano y largo plazos 
28

 Artículo 42.- El objeto de los fondos será el otorgamiento de apoyos para la 
realización de proyectos de investigación científica, innovación y desarrollo 
tecnológico, becas, divulgación de la ciencia y la tecnología; estímulos y 
reconocimientos y las demás que contribuyan al cumplimiento de esta Ley. 
29

 Artículo 43.- Tendrán derecho preferente a recibir los beneficios de los fondos 
las instituciones, universidades, centros, laboratorios, empresas y demás 
personas inscritas en el Registro Nacional de Instituciones Científicas y 
Tecnológicas que encuentren domiciliadas en la entidad y que desarrollen 
proyectos que coadyuven al logro de los objetivos del Programa y, en su caso, al 
desarrollo del Sistema. 

http://cocytbc.com/ligas-de-interes
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Con relación a que el IEE determinó de manera incorrecta, el destino 

de los recursos entregados al COCITBC, se considera infundado el 

agravio, por las siguientes consideraciones:  

En las resoluciones INE/CG391/2016 e INE/CG574/2016, se 

dispuso: 

 

“INE/CG391/2016  

 

RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 

NACIONAL ELECTORAL RESPECTO DE LAS 

IRREGULARIDADES ENCONTRADAS EN EL DICTAMEN 

CONSOLIDADO DE LA REVISIÓN DE LOS INFORMES DE 

PRECAMPAÑA DE LOS INGRESOS Y GASTOS DE LOS 

PRECANDIDATOS A LOS CARGOS DE DIPUTADOS 

LOCALES Y AYUNTAMIENTOS, CORRESPONDIENTE AL 

PROCESO ELECTORAL LOCAL ORDINARIO 2015- 2016, EN 

EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

 

“SÉPTIMO. Se instruye al Instituto Estatal Electoral de Baja 

California que en términos del artículo 458, numeral 8 de la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos Electorales, los 

recursos obtenidos de las sanciones económicas impuestas en 

esta Resolución, sean destinados al organismo estatal 

encargado de la promoción, fomento y desarrollo de la ciencia, 

tecnología e innovación en los términos de las disposiciones 

aplicables.”  

 

“INE/CG574/2016  

 

RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 

NACIONAL ELECTORAL RESPECTO DE LAS 

IRREGULARIDADES ENCONTRADAS EN EL DICTAMEN 

CONSOLIDADO DE LA REVISIÓN DE LOS INFORMES DE 

CAMPAÑA DE LOS INGRESOS Y GASTOS DE LOS 

CANDIDATOS A LOS CARGOS DE DIPUTADOS LOCALES Y 

AYUNTAMIENTOS, CORRESPONDIENTE AL PROCESO 

ELECTORAL LOCAL ORDINARIO 2015- 2016, EN EL 

ESTADO BAJA CALIFORNIA 

 

TRIGÉSIMO SÉPTIMO. Se instruye al Instituto Estatal Electoral 

de Baja California que en términos del artículo 458, numeral 8 

de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, los recursos obtenidos de las sanciones 

económicas impuestas en esta Resolución, sean destinados al 

organismo estatal encargado de la promoción, fomento y 
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desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación en los 

términos de las disposiciones aplicables.” 

 

Documentales públicas que en lo conducente obran en copias 

certificadas expedidas con motivo de la diligencia llevada a cabo por 

esta autoridad en fecha diecinueve de junio,30 a las que se les 

concede valor probatorio pleno de acuerdo a los artículos 312 y 323 

de la Ley Electoral local, y en las cuales se instruye al IEE, a 

destinar los recursos al organismo estatal encargado de la 

promoción, fomento y desarrollo de la ciencia, tecnología e 

innovación, en los términos del artículo 458, numeral 8 de la Ley 

General de Instituciones. 

 

Así las cosas, el diecisiete de mayo, el IEE, llevó a cabo la 

celebración de un Convenio de colaboración,31 y la entrega del 

cheque número 001425332 por la cantidad de $20,664,795.65 M.N. 

(veinte millones seiscientos sesenta y cuatro mil setecientos noventa 

y cinco pesos 65/100 moneda nacional) a favor del COCITBC, los 

cuales se acreditan mediante las copias certificadas remitidas por la 

autoridad responsable; las que tienen valor probatorio pleno, en 

términos de los artículos 312, y 323 de la Ley Electoral local.  

 

De manera que, como se estableció en el apartado 4.3 de la 

presente sentencia, el COCITBC es el órgano estatal acorde al 

artículo 458, numeral 8 de la Ley General de Instituciones, 

resultando correcta la actuación realizada por el IEE con relación a 

la entrega de los recursos económicos a favor de dicho organismo. 

 

Ahora bien, en el Convenio de colaboración, declaración 2.5, el 

COCITBC señala que, de conformidad con el artículo 44 de la Ley 

de Ciencia en el Estado, la canalización de recursos para 

actividades científicas, tecnológicas y de innovación, estará sujeta a 

la celebración de un instrumento jurídico, y por lo menos, a 

establecer mecanismos que permitan la vigilancia y 

aprovechamiento de los recursos proporcionados; la rendición 

de informes; los resultados de sus trabajos, y los derechos de 

propiedad por las personas físicas o morales que reciban ayuda.  

 
                                                      
30

 Obrante de foja 95 a la 139 de autos. 
31

 Obrante de foja 61 a la 71 de autos. 
32

 Obrante a foja 72 de autos. 
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En la cláusula primera del objeto del Convenio de colaboración, 

ambas partes, convinieron en la entrega de recursos por parte del  

IEE al COCITBC, a aquellos que única y exclusivamente deriven de 

sanciones económicas impuestas a los partidos políticos en Baja 

California por parte del INE, o en su caso, aquellas que sean 

impuestas por el IEE a los partidos políticos, de conformidad con lo 

señalado en la declaración 1.533 del Convenio. 

 

Disponiendo que los recursos económicos que el IEE entregue al 

COCITBC se destinarán exclusivamente para el fomento, impulso, 

creación, desarrollo y fortalecimiento de programas en materia de 

ciencia, tecnología e innovación en el Estado de Baja California. Lo 

anterior, para permitir la concreción de líneas de investigación 

científica y tecnológica, innovación y desarrollo tecnológico, la 

formación de recursos humanos de alta especialidad y 

fortalecimiento de capacidades de investigación y desarrollo de la 

entidad34.  

 

De lo anterior se desprende que, la entrega de los recursos 

económicos deberá estar sujeta a un instrumento legal, a las 

disposiciones legales aplicables y por lo menos, al establecimiento 

de mecanismos que permitan la vigilancia de los recursos 

proporcionados, la rendición de informes de los beneficiados, así 

como los derechos de propiedad respecto de las personas físicas o 

morales que reciban el apoyo. 

 

Es decir, la canalización de los recursos destinados a actividades 

científicas, tecnológicas y de innovación, estará sujeto a un 

instrumento jurídico, como en el caso aconteció con la firma del 

Convenio de colaboración. 

 

Por lo que, no se desprende que con la celebración del Convenio de 

colaboración, la autoridad responsable se hubiere apartado de la 

instrucción encomendada por el INE. 

  

                                                      
33

 Declaración 1.5. Que el artículo 458, numeral 8, de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales señala, que los recursos obtenidos por 
la aplicación de sanciones económicas, derivadas de infracciones cometidas por 
los sujetos del régimen sancionador electoral, serán destinados a los organismos 
estatales encargos de la promoción, fomento y desarrollo de la ciencia, tecnología 
e innovación cuando sean impuestas por las autoridades locales. 
34

 Clausula I, objeto del Convenio, fracción II, del Convenio de colaboración. 



 
RI-19/2017 

23 

 

 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL 
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

 

Finalmente, el  partido manifiesta que causa agravio a la certeza y 

seguridad jurídica, que el titular del COCITBC, Jesús Alfredo Babún 

Villarreal refirió durante su intervención ante el IEE, que los recursos 

serían destinados a financiar proyectos de investigación de 

empresarios. 

 

Con relación a lo anterior, esta autoridad determina que la supuesta 

falta de certeza y seguridad jurídica de los recursos económicos 

canalizados al COCITBC, será motivo de cumplimiento o no al objeto 

del Convenio, y para tales efectos en el Convenio de colaboración, 

cláusula segunda, las partes acordaron la integración de una 

Comisión Técnica. 

  

Esta Comisión Técnica35, está facultada para determinar y apoyar las 

acciones a ejecutar, con el fin de dar cumplimiento al objeto del 

Convenio; coordinar las actividades señaladas en el mismo, y dar 

seguimiento e información periódicamente de los resultados a las 

partes. 

  

Siendo objeto del Convenio de colaboración, como se señaló 

anteriormente, la entrega de los recursos económicos por parte del 

IEE al COCITBC, en términos del artículo 458 numeral 8 de la Ley 

General de Instituciones; el destino exclusivo para el fomento, 

impulso, creación, desarrollo y fortalecimiento de programas en 

materia de ciencia, tecnología e innovación en el Estado de Baja 

California; la concreción de líneas de investigación científica y 

tecnológica, innovación y desarrollo tecnológico; la formación 

de recursos humanos de alta especialidad, así como el 

fortalecimiento de las capacidades de investigación y desarrollo 

en la entidad. 

 

                                                      
35

 Clausula Segunda. Comisión Técnica. Para el adecuado desarrollo de las 
actividades que se generarán con motivo del cumplimiento del objeto de este 
convenio, “LAS PARTES” están de acuerdo en integrar una Comisión Técnica, 
misma que estará formada por representante de cada institución, mismo que 
deberán ser nombrados por cada una de “LAS PARTES”, quienes podrán ser 
sustituidos en cualquier tiempo previa notificación por escrito o medios 
electrónicos a la otra parte con cinco días hábiles de anticipación. La designación 
de los representantes no podrá exceder de 15 días naturales contados a partir del 
día siguiente de la suscripción del presente convenio. Las atribuciones de la 
Comisión serán: a) Determinar y apoyar las acciones a ejecutar con el fin de dar 
cumplimiento al objeto del convenio. b) Coordinar la realización de las actividades 
señaladas en las cláusulas de este instrumento legal. c) Dar seguimiento e 
informar periódicamente de los resultados a “LAS PARTES” que representan, y d) 
Las demás que acuerden “LAS PARTES”. 
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Es importante destacar que conforme a la cláusula décima primera36 

del referido Convenio, la información relacionada con el trabajo de 

las partes y, lo relativo a los recursos que se hayan invertido, será 

pública, lo que permitirá estar al alcance de la ciudadanía, 

generando certeza y seguridad sobre las actividades realizadas por 

las partes. 

 

En resumidas cuentas, corresponderá a la Comisión Técnica, 

conforme a sus atribuciones conferidas, llevar a cabo las acciones 

tendientes al cumplimiento del objeto del Convenio, a efecto de 

garantizar que se lleven a cabo todas las actividades convenidas por 

las partes.  

 

Por ello, aun cuando el titular del COCITBC, se haya referido a 

propuestas de proyectos, a cuales se señalan en la documental 

exhibida por la autoridad responsable consistente en copia simple de 

la presentación realizada por el titular del COCITBC el diecisiete de 

mayo37, que dicho sea de paso, tienen por objeto entre otros, el 

desarrollo de nuevas tecnologías; el aprovechamiento de las 

energías renovables; la creación de departamentos de investigación 

y desarrollo; la contratación de posgraduados,38 así como la 

participación de universidades y organismos empresariales, que 

permita impulsar a los emprendedores del sector39; de ninguna 

manera se puede presumir que las manifestaciones vertidas por el 

titular del COCITBC, pongan en duda la certeza y seguridad jurídica 

de los recursos económicos, puesto que conforme al Convenio 

celebrado por las partes, corresponderá a la Comisión Técnica llevar 

a cabo las acciones destinadas al cumplimiento del objeto del 

Convenio, como la verificación de los resultados obtenidos.  

 

Máxime que, conforme a la cláusula tercera del referido Convenio, 

cualquiera de las partes podrá presentar propuestas de 

proyectos específicos de trabajo, las cuales sometidas a 

                                                      
36

 Décima Primera. Transparencia. Toda la información relacionada con el trabajo 
llevado a cabo entre “LAS PARTES” y la relativa a los recursos que se hayan 
invertido, serán pública, en razón de lo cual ambas instituciones llevarán a cabo 
las acciones necesarias para que dicha información se encuentre al alcance de la 
ciudadanía. Lo anterior, en apego a la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública para el Estado de Baja California, su Reglamento, a la Ley 
Electoral del Estado de Baja California y al Reglamento de Transparencia del 
Instituto Estatal Electoral de Baja California.    
37

 Obrante de foja 77 a la 89 de autos. 
38

 Consta a foja 83 de autos. 
39

 Consta a foja 87 reverso de autos. 
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consideración y aprobadas por las partes, serán elevadas a 

categoría de convenios específicos, y una vez suscritos, formarán 

parte integral del Convenio. 

 

Presentación que adminiculada con el Convenio de colaboración, e 

informe circunstanciado, genera convicción sobre la veracidad de los 

hechos afirmados, en términos de los artículos 312, fracción III, 322 

y 323 párrafo segundo de la Ley Electoral local. 

 

En conclusión, el IEE llevó a cabo una consecuencia directa de la 

instrucción dada por el INE al momento de celebrar el Convenio de 

colaboración y hacer entregar de los recursos económicos al 

COCITBC, órgano estatal que conforme a su naturaleza jurídica y  

acorde con el artículo 458, numeral 8 de la Ley General de 

Instituciones, lleva a cabo la promoción, fomento y desarrollo de la 

ciencia, tecnología e innovación en el Estado de Baja California, 

siendo las Instituciones de Educación, Centros de Investigación, 

entre otros, parte de su sistema de integración, quienes conforme a 

la normatividad aplicable, pudieran ser participantes de los 

beneficios de los fondos; por lo que las acciones implementadas por 

el IEE se realizaron en el ámbito de sus atribuciones, en atención a 

lo mandado por el INE, y de acuerdo a los preceptos 

constitucionales y legales aplicables. 

 

Motivo por el cual no es posible ordenar el retorno de los recursos 

públicos entregados y destinados al organismo estatal encargado de 

la promoción, fomento y desarrollo de la ciencia, tecnología e 

innovación, en los términos solicitados por el recurrente. 

 

Con base a las consideraciones expuestas, lo procedente es 

confirmar el acto impugnado. 

 

RESOLUTIVO 

ÚNICO. Se confirma en lo que fue materia de impugnación el acto 

impugnado.  

 

NOTIFÍQUESE. 

Así lo resolvió el Pleno del Tribunal de Justicia Electoral del Estado 
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de Baja California, por UNANIMIDAD de votos de los Magistrados 

que lo integran, ante la Secretaria General de Acuerdos, quien 

autoriza y da fe. 
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